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Una vez más el Boletín Cri-
minológico ofrece a sus lecto-
res un estudio sobre el tema
de la corrupción pública. En
esta ocasión el presente tra-
bajo tiene como principal ob-
jetivo el estudio de este fenó-
meno en México, a través del
análisis de las representacio-
nes sociales que sobre dicho
problema tiene un sector es-
pecífico de la sociedad mexi-
cana. En este estudio se reco-
ge, en primer lugar, el marco
teórico de la materia, descri-
biendo las principales corrien-
tes que definen el fenómeno
y explican sus causas. En se-
gundo lugar, se hace referen-
cia a la situación mexicana
en el contexto internacional
actual. Finalmente, se expo-
nen los resultados obtenidos
en una investigación empírica
sobre las opiniones que al res-
pecto tienen estudiantes y pro-
fesionales del ámbito jurídico
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CONCEPTO Y CAUSAS
La corrupción es una patología
social tan antigua como las primeras
civilizaciones. Ha estado presente en
diversas formas e intensidades duran-
te todas las épocas y en todas las
culturas. Mucho antes de la aparición
del Estado moderno, el Código de
Hammurabi ya regulaba el compor-
tamiento de los empleados públicos.
Más de trece siglos después, en su
estudio sobre la política, Aristóteles
distinguió tres tipos de gobierno o
regímenes políticos: la monarquía, la
aristocracia y la república, así como
tres desviaciones o corrupción de los
mismos. En ese contexto señaló como
desviación o corrupción de la monar-
quía a la tiranía, afirmando que “tanto
la una como la otra son formas de
gobierno concentradas en una sola
persona, pero mientras que el tirano
estudia su propia ventaja, el rey busca
la de sus súbditos”.
El debate sobre las posibles cau-
sas que han dado lugar al surgimiento
y expansión de la corrupción pública
ha sido igualmente intenso. Destacan
las explicaciones estructurales, según
las cuales la corrupción sería sólo
una señal manifiesta de los defectos
o desajustes de la organización social
en sí: Sería consecuencia directa del
resultado de los procesos de moder-
nización, de las desigualdades econó-
micas, de la pobreza y de las formas
de dominación política. Otra corriente
explicativa se basaría en la existencia
de una serie de causas culturales que
habrían propiciado su surgimiento.
Por último, se podría resaltar aquella
otra que centraría su exposición en
la teoría de mercado o teorías econó-
micas. Sin embargo, dependiendo de
la gravedad y extensión con que se
presente el problema en un país de-
terminado es posible que más de una
de estas corrientes al mismo tiempo
permita ofrecer una explicación con-
vincente.
LA SITUACIÓN MEXICANA EN
EL CONTEXTO INTERNACIONAL
La ONG Transparencia Interna-
cional entrega cada año el más com-
pleto y reconocido índice de percep-
ción de la corrupción en el ámbito
internacional. EL IPC de 2002 cubre
102 países, siendo percibidos como
los menos corruptos aquellos que
alcanzan puntuaciones cercanas a 10.
De los países de América Latina,
México ocupa el puesto 57 del índice,
al igual que Colombia, con 3.6 pun-
tos, situándose por detrás de Chile
(7.5), Uruguay (5.1), Costa Rica
(4.5.), Perú (4.0) y Brasil (4.0), quie-
nes obtuvieron las calificaciones más
altas del continente americano. En
octubre de 2001 la misma organiza-
ción dio a conocer los resultados de
una encuesta en la que se evaluó el
nivel de corrupción de cada estado
del país. De acuerdo a los resultados,
la ciudad de México DF obtuvo la
calificación más negativa, ya que, de
cada 100 trámites burocráticos reali-
zados por los ciudadanos, en 22.62
de los casos resultó indispensable dar
una "mordida" o soborno a las auto-
ridades responsables para obtener el
servicio. Actualmente se estima que
el país pierde un 9.5% del Producto
Interno Bruto a causa de la corrupción
y que, tan solo en sobornos, se gastan
anualmente 23 mil millones de pesos,
aproximadamente 2,300 millones de
dólares americanos.
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REPRESENTACIONES SOCIA-
LES DE LA CORRUPCIÓN PÚ-
BLICA EN MÉXICO
Siempre que se analiza un fenó-
meno social como el de la corrupción
pública resulta interesante conocer
las actitudes y concepción que sobre
el tema tienen determinados sectores
de la sociedad. En este caso, se pre-
tendió conocer las representaciones
que del fenómeno tienen diversos
profesionales del mundo del derecho
y estudiantes del Distrito Federal. La
comunidad jurídica por su naturaleza
tiene un contacto muy intenso con
los diversos sectores de la adminis-
tración pública de cualquier país, lo
que le permite formarse representa-
ciones fundadas en la práctica del
funcionamiento de la administración
pública de la sociedad en que se des-
envuelven. Para este estudio se esco-
gió la comunidad de Ciudad de Méxi-
co atendiendo a que dicha ciudad
obtuvo el índice más alto de corrup-
ción en el país de acuerdo a la en-
cuesta de Transparencia Mexicana,
tal como se ha mostrado supra.
RESULTADOS
A la muestra de la comunidad
jurídica del Distrito Federal se le
pidió en una de las preguntas que
asignase un valor que iba de un mí-
nimo de 1 (muy leve) a un máximo
de 5 (muy grave) a una serie de pro-
blemas del Distrito Federal que se
recogen en la tabla 1. De estos pro-
blemas los que obtuvieron las medias
más elevadas fueron la inseguridad
ciudadana y la delincuencia (4.63),
el desempleo (4.36) y la corrupción
pública (4.31).  La tabla 1 muestra
los porcentajes de calificación de
grave y muy grave que dieron los
encuestados que trabajan en el sector
público, en el privado o que son ex-
clusivamente estudiantes (clasificados
en “otro”), a estos diferentes proble-
mas. Como se observa en dicha tabla,
quienes desempeñan sus actividades
M E T O D O L O G Í A
Se han analizado 294 cuestionarios en el periodo comprendido entre el 3 de diciembre de 2001 y el 15
de enero de 2002.  La muestra estuvo compuesta por un grupo de funcionarios del poder judicial asignados
a un juzgado de cada una de las tres prisiones del Distrito Federal; un grupo de funcionarios de dos agencias
del ministerio público de la Procuraduría General de Justicia; un grupo de abogados litigantes; así como varios
grupos de alumnos de la carrera de derecho de tres universidades de la Ciudad de México (una pública y
dos privadas). Dado que la encuesta no se basó en una muestra totalmente aleatoria, sus resultados deberán
tomarse en cuenta como sugerentes y no como representativos de la población entera. No obstante, los datos
obtenidos aportan un indicador importante de las representaciones sociales que sobre el fenómeno tiene un
sector relevante de la sociedad del Distrito Federal.  Del total de sujetos encuestados el 23.8% correspondió
a profesionales y el 76.2% a estudiantes de la carrera de derecho; el 61.3% de la muestra trabajaba y la edad
promedio de la muestra fue de 24 años, siendo de 31 años para los profesionales y de 21 para los estudiantes.
en el sector privado o son exclusiva-
mente estudiantes tienden a atribuir
una mayor gravedad al problema de
la corrupción pública que los que
trabajan en el sector público.
Una vez conocido el nivel de
preocupación de la comunidad jurí-
dica ante el problema de la corrupción
pública, similar al que ocasiona la
recesión económica y sólo por debajo
del desempleo y la inseguridad ciu-
dadana y la delincuencia, considera-
mos conveniente conocer, a través
de la siguiente pregunta, los mecanis-
mos de operación de la corrupción.
Es por ello que se les preguntó acerca
de cómo consideraban que se consu-
maban los actos de corrupción en los
que intervenían miembros de la co-
munidad jurídica. Tres posibles me-
canismos fueron considerados en el
estudio, al preguntar si el funcionario
es quien solicita el pago de un sobor-
no, éste es ofrecido por el abogado
o bien ya es sabido cuánto hay que
pagar. Que el funcionario solicite el
pago supone que el acto de corrup-
ción es resultado de una decisión que
toma el funcionario, bajo su propio
riesgo, aprovechando el poder de que
dispone para dispensar beneficios o
imponer perjuicios en virtud del cargo
que desempeña. Que sea el abogado
quien tome la iniciativa supone que,
también bajo su riesgo, se sirva de la
oferta de soborno para inducir a un
funcionario a incumplir los deberes
de su cargo. Saber cuánto hay que
pagar supone que las prácticas co-
rruptas constituyen el modo habitual
de funcionamiento de la administra-
ción pública y que no es necesario
llevar a cabo una invitación explícita
a incurrir en una conducta irregular.
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la institucionalización de la corrup-
ción, en la que el comportamiento
corrupto adquiere las notas de máxi-
ma impersonalidad y ausencia de
reconocimiento de responsabilidad
personal.Como puede observarse en
la tabla 2, la gran mayoría de los
encuestados considera que el meca-
nismo de operación de la corrupción
consiste en procedimientos ya esta-
blecidos, que son conocidos y obser-
vados al igual por funcionarios y por
abogados. En tanto que las dos terce-
ras partes de los encuestados contes-
tan que “se sabe cuánto hay que
pagar”, es reducido el porcentaje de
quienes declaran que el abogado ofre-
ce el pago y aún menor el de quienes
atribuyen al funcionario solicitarlo.
Debe repararse, sin embargo, en que
en buena medida estos resultados se
deben a la composición de la muestra,
de la que el 76.2% son estudiantes.
Profesionales y estudiantes responden
de un modo totalmente diferenciado.
Mientras el 60% de los profesionales
achaca al abogado el inducir al sobor-
no, el 75% de los estudiantes piensa
que el mecanismo de la corrupción
ya está montado y precede a las ac-
ciones de funcionarios y abogados.
Curiosamente, sólo coinciden en ex-
cluir que sea el funcionario quien
inicie el acto de soborno.
Si dirigimos la atención a la
tabla 3 encontramos que dos terceras
partes de la muestra perciben al so-
borno como un medio muy eficaz
para lograr un servicio eficiente por
parte de la administración, al asignarle
una probabilidad alta o muy alta de
éxito.  Aquí la diferencia es muy
apreciable por sector de empleo.
Aunque en ambos sectores se le re-
conoce como un medio muy efectivo,
en el privado casi el 90% de los en-
cuestados le concede una alta o muy
alta probabilidad de éxito, mientras
menos de la mitad lo califica del
mismo modo en el público. Si rela-
cionamos entre si las tablas 2 y 3,
observamos que muestran un escena-
rio claramente acorde con el enfoque
económico del fenómeno de la co-
rrupción. Si la práctica del soborno
llega a ser un procedimiento habitual
dentro de la administración pública,
ello puede ser debido al elevado grado
de impunidad. Donde el riesgo de
castigo es bajo, el costo de la corrup-
ción es también bajo para el funcio-
nario y el beneficio comparativamen-
te alto. Para el abogado, negarse a
sobornar significa un costo muy alto,
ya que prácticamente implica ser in-
competente a los ojos de su clientela.
 Ante tal situación, apenas cabe duda
de cuál será su comportamiento, dado
que la habitualidad de la situación
difícilmente conducirá ni a reprensión
profesional o social ni al autorrepro-
che personal.
Esta representación del carácter
de la corrupción es consistente con
el hecho de que casi el 60% de los
encuestados declare que fue empla-
zado, en los últimos dos años, al pago
de soborno para obtener algún servi-
cio o resolver un problema que tuvie-
ra que ver con alguna dependencia
de la administración pública. También
encuentra apoyo esta idea en el hecho
de que cerca del 75% de la muestra
haya sido testigo, directo o indirecto,
de actos de corrupción relacionados
con la administración pública durante
los últimos dos años. Como muestra
la tabla 4, apenas el 6.5% de quienes
se encontraron en esa situación de-
claró haber denunciado el hecho.
Como se aprecia en la tabla 5,
las razones para no denunciar que
obtienen los porcentajes más elevados
expresan más bien una actitud de
pesimismo y resignación ante el con-
vencimiento de que la ciudadanía es
impotente frente al andamiaje mon-
tado por el mismo sistema político
para asegurar la impunidad de quienes
desempeñan funciones públicas. El
sentimiento de indefensión del ciuda-
dano ante el poder público se mani-
fiesta en que el temor a las represalias
es el motivo más importante por el
que no se denuncian los casos de
corrupción Los datos de esta tabla
nos indican cómo la percepción del
Tabla 2
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fenómeno de la corrupción está con-
dicionada por los rasgos estructurales
del sistema político mexicano. Si por
un lado los mexicanos han aprendido
a aceptar la corrupción, en parte por-
que la reconocen como una fuente
de beneficios de los que, en las cir-
cunstancias propicias, pueden bene-
ficiarse, por otro lado tienen una clara
conciencia de que el sistema que la
propicia tiene rasgos autoritarios.
ESTRATEGIAS CONTRA LA
CORRUPCIÓN
Durante los últimos años el tema
de la prevención y la reducción de la
corrupción pública han sido vistos
principalmente desde la perspectiva
legal o institucional, siendo este acer-
camiento claramente necesario en la
lucha contra la corrupción. Sin em-
bargo, durante los próximos años este
enfoque seguramente será insuficiente
si junto a él no se establece una es-
trategia complementaria que incluya
un cambio fundamental en el sistema
de valores de la sociedad mexicana,
para que las medidas adoptadas sean
acompañadas por una sociedad cada
vez más afín a una cultura de legali-
dad. En ese sentido, podemos señalar
cuatro principales estrategias contra
la corrupción:
I.  Sancionar las transgresiones
graves
Cuando hay una cultura de im-
punidad generalizada, la única manera
de romperla es que personalidades
corruptas importantes sean declaradas
culpables y castigadas.  Es decir, para
combatir la generalización de una
cultura de la impunidad, es necesario
generalizar una cultura de legalidad.
Para ello se considera indispensable
una seria revisión de la legislación
penal en la materia, con el objeto de
incrementar al máximo posible los
riesgos para aquellos que decidan
desviarse de las funciones naturales
del cargo público para atender inte-
reses privados mediante la obtención
de cualquier beneficio indebido.
II.  Involucrar al pueblo en el
diagnóstico de los sistemas
corruptos
Las campañas exitosas involu-
cran al pueblo.  Si se logra incentivar
una cultura de legalidad, los ciudada-
nos son fuentes fértiles de informa-
ción acerca de dónde ocurre la co-
rrupción. Los mecanismos para
consultarlos incluyen encuestas sis-
temáticas, organismos ciudadanos de
vigilancia de las agencias públicas,
participación de organizaciones pro-
fesionales, líneas telefónicas directas,
programas educativos, consejos de
aldea y barrio, etc.
III.  Concentrarse en la prevención
mediante la reparación de los
sistemas corruptos
Metafóricamente la corrupción
puede ser caracterizada por la siguien-
te fórmula o “ecuación básica”:
“Corrupción = Monopolio + Discre-
cionalidad – Responsabilidad”.
En ese sentido, el combate con-
tra la corrupción pública en México
o en cualquier otro país debe empezar
con mejoras en el sistema de funcio-
namiento del sector público, acompa-
ñadas  de “evaluaciones de
vulnerabilidad”. Por ello, antes que
formar funcionarios y ciudadanos
incorruptibles, es imprescindible pro-
mover la competencia, cambiar in-
centivos y mejorar la rendicn de cuen-
tas en el sector público; en pocas
palabras, corregir los sistemas que
engendran corrupción.
IV.  Incentivos de reforma
Los gobiernos que desean dete-
ner la corrupción deben mejorar los
incentivos.  Cuando las remuneracio-
nes del sector público han caído tan
bajo que una familia no puede man-
tenerse con el salario de un funciona-
rio típico, no debe sorprender que
prospere la corrupción.
V.  Fortalecer la cooperación
internacional
Considerando el contexto inter-
nacional actual y el hecho de que en
muchos casos los funcionarios públi-
cos corruptos huyen de sus países
junto con los bienes producto de la
corrupción, ya sea a paraísos fiscales
ya sea a otros países donde no existan
tratados de extradición con el de su
procedencia, una estrategia contra la
corrupción será siempre incompleta
si no se fortalece la cooperación in-
ternacional en la materia.  Por ello,
es vital que países como México se
integre en todas las iniciativas inter-
nacionales posibles, facilitando así
el intercambio de información y la
persecución de estos delitos a través
de las fronteras.
III CONGRESO ESPAÑOL DE CRIMINOLOGÍA
Los días 5,6 y 7 de abril de 2006 tendrá lugar en la Facultad de Derecho de la UNED en Madrid el III Congreso
español de Criminología. Organizan la Sociedad Española de Investigación Criminológica (SEIC) y la Federación




Los días 30 y 31 de marzo y 1 de abril de 2006 tendrá lugar en Barcelona el Congreso Penitenciario Internacional
bajo el título
“La función social de la política penitenciaria”.
Dicho encuentro contará con la participación de los más destacados expertos internacionales en los ámbitos
de la criminología, la política criminal y la gestión penitenciaria. El Congreso está organizado conjuntamente
por la autoridades penitenciarias de los gobiernos  central de España  y autónomo de Cataluña y cuenta con
la colaboración del Consejo de Europa y de su Consejo Científico Criminológico.
Las lenguas de trabajo serán: castellano, catalán, francés e inglés. Se dispondrá de un servicio de traducción
simultánea.
La inscripción al congreso ya está abierta. Para más información:
http://penitenciari.meetingcongress.com
